
 
RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA No. GADCM-2025-011 

 
DECLARATORIA DE EMERGENCIA  

 
ING. JONNY ESTUARDO CUEVA RAMÍREZ 

ALCALDE DEL CANTÓN MARCABELÍ 
                   

CONSIDERANDO: 

Que, el numeral 1 del artículo 3 de la Constitución de la República, establece los 

deberes primordiales del Estado, entre ellos garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad 
social y el agua para sus habitantes; 

Que, el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador determina que el 
ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: Numeral 5. “En 
materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores 
públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación 

que más favorezcan su efectiva vigencia”; 

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República, reconoce el derecho de la 
población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice 
la sostenibilidad y el buen vivir; 

Que, el artículo 32 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: “La 
salud es un derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio 
de otros derechos, entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la 
cultura física, el trabajo, la seguridad social, los ambientes sanos y otros que 

sustentan el buen vivir”; 

Que, el artículo 38 numeral 6 de la Constitución de la República, prevé que el 
Estado tomará medidas en la atención preferente en casos de desastres, conflictos 
armados y todo tipo de emergencias; 

Que, el artículo 76, literal l), numeral 7 de la Constitución de la República, 
manifiesta que las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 

antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados; 

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República, establece que el derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes; 
 
Que, el numeral 1 del artículo 85 de la Constitución de la República, señala que la 

formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios 
públicos que garanticen los derechos reconocidos por la Constitución se regularán 
por las políticas públicas y la prestación de bienes y servicio públicos se orientarán 
a hacer efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se formularán a partir del 
principio de solidaridad; 
 



 
Que, el artículo 225, numeral 2 de la Constitución de la República, determina que 
el sector público se encuentra comprendido por las entidades que integran el 
régimen autónomo descentralizado; 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República, establece que las 
Instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras y servidores 
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución 
y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines 

y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República, establece que la 
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 
coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación; 

Que, el artículo 238 de la Constitución de la República, establece que los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y 

financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad 
interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún caso el ejercicio 
de la autonomía permitirá la secesión del territorio nacional. Constituyen gobiernos 
autónomos descentralizados las juntas parroquiales rurales, los concejos 
municipales, los concejos metropolitanos, los consejos provinciales y los consejos 
regionales; 

Que, el artículo 239 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: 
“El régimen de gobiernos autónomos descentralizados se regirá por la ley 

correspondiente, que establecerá un sistema nacional de competencias de carácter 
obligatorio y progresivo y definirá las políticas y mecanismos para compensar los 
desequilibrios territoriales en el proceso de desarrollo”; 

Que, el artículo 253 de la Carta Magna establece que, el alcalde o alcaldesa es la 
primera autoridad del ejecutivo del gobierno autónomo descentralizado municipal y 
máxima autoridad administrativa del mismo; 

Que, el artículo 240 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: 
“Los gobiernos autónomos descentralizados de las regiones, distritos 
metropolitanos, provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el ámbito 

de sus competencias y jurisdicciones territoriales”; 

Que, el artículo 389 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: 
“El Estado protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los 
efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la 
prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y 
mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el objetivo 
de minimizar la condición de vulnerabilidad “; 

Que, el artículo 390 de la Constitución de la República, preceptúa que los riesgos 

se gestionarán bajo el principio de descentralización subsidiaria, lo que implica la 
responsabilidad directa de las instituciones dentro de su ámbito geográfico, por lo 
que las entidades seccionales autónomas, entre otras de las que integran el Estado, 
recibirán el apoyo para superar los riesgos y mitigar desastres, superando sus 
insuficiencias; 



 
Que, el artículo 30 del Código Civil define, se llama fuerza mayor o caso fortuito, el 
imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el 
apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario 
público, etc.: 

Que, el artículo 5 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, determina; que “La autonomía política, administrativa y 
financiera de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales 
prevista en la Constitución comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos 
niveles de gobierno para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios, en 

sus respectivas circunscripciones territoriales, bajo su responsabilidad, sin 
intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes. Esta 
autonomía se ejercerá de manera responsable y solidaria, En ningún caso pondrá 
en riesgo el carácter unitario del estado y no permitirá la secesión del territorio 
nacional; 

Que, el artículo 53 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, define a los gobiernos autónomos descentralizados municipales 
como personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, administrativa 

y financiera; 

Que, el artículo 55, literal j), del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, determina como una de las competencias 
exclusivas del gobierno autónomo descentralizado municipal, delimitar, regular, 
autorizar y controlar el uso de las playas de mar, riberas y lechos de ríos, lagos y 
lagunas, sin perjuicio de las limitaciones que establezca la ley; 

Que, el artículo 59 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, señala que el alcalde o alcaldesa es la primera autoridad del 

ejecutivo del gobierno autónomo descentralizado municipal; 

Que, el literal a) del artículo 60 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, establece que corresponde al Alcalde ejercer la 
representación legal del gobierno autónomo descentralizado municipal; i) Resolver 
administrativamente todos los asuntos correspondientes a su cargo; p) Dictar, en 
caso de emergencia grave, bajo su responsabilidad, medidas de carácter urgente y 
transitorio y dar cuenta de ellas al concejo cuando se reúna, si a éste hubiere 
correspondido adoptarlas, para su ratificación; 

Que, el artículo 140 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización, en su parte pertinente La gestión integral del riesgo de desastres 
que afecten al territorio se ejecutará por los gobiernos autónomos descentralizados 
en atención al principio de descentralización subsidiaria, de manera coordinada, 
concurrente y de conformidad con lo dispuesto en la ley de la materia, los planes 
nacionales respectivos y los lineamientos expedidos por el ente rector de la gestión 
integral del riesgo de desastres. Los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales adoptarán obligatoriamente normas técnicas para la prevención y 
gestión de riesgos en sus territorios con el propósito de proteger las personas, 

colectividades y la naturaleza, en sus procesos deordenamiento territorial; 

Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo -COA-, dispone: La máxima 
autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su 
representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas 
sujetas a su competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización 



 
alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los casos expresamente previstos 
en la ley; 

Que, el artículo 98 del Código Orgánico Administrativo define al acto administrativo 
como la declaración unilateral de voluntad, efectuada en ejercicio de la función 
administrativa que produce efectos jurídicos individuales o generales, siempre que 
se agote con su cumplimiento y de forma directa. Se expedirá por cualquier medio 
documental, físico o digital y quedará constancia en el expediente administrativo; 
 
Que, el artículo 206 del COA, sostiene: En aquellos casos en que medie una 

situación de emergencia, en referencia a acontecimientos catastróficos, la 
continuidad en la provisión de los servicios públicos, situaciones que supongan 
grave peligro para las personas o el ambiente o de necesidades que afecten el orden 
interno o la defensa nacional, debidamente motivada, el órgano competente puede 
emitir el acto administrativo sin sujetarse a los requisitos y formalidades del 
procedimiento administrativo previstos en este Código. Este acto administrativo 
contendrá la determinación de la causal y su motivación, observando en todo caso 
los derechos individuales, el deber de motivación y la debida razonabilidad; 

Que, la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en su artículo 
6 numeral 16 indica que, para efectos de esta Ley, en los gobiernos autónomos 
descentralizados, la máxima autoridad será el ejecutivo de cada uno de ellos; 

Que, el numeral 31 del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, define a las Situaciones de Emergencia como aquellas 
generadas por acontecimientos graves tales como accidentes, terremotos, 
inundaciones, sequías, grave conmoción interna, inminente agresión externa, 
guerra internacional, catástrofes naturales, y otras que provengan de fuerza mayor 

o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o institucional. Una situación de 
emergencia es concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva; 

Que, el artículo 57 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
establece que, para atender las situaciones de emergencia definidas en esta Ley, 
previamente a iniciarse cualquier contratación, la máxima autoridad de la entidad 
contratante deberá emitir una resolución motivada que declare la emergencia para 
justificar las contrataciones, dicha resolución se publicará de forma inmediata a su 
emisión en el portal de Compras Públicas. La facultad de emitir esta resolución no 
podrá ser delegable. El SERCOP establecerá el tiempo de publicación de las 

resoluciones emitidas como consecuencia de acontecimientos graves de carácter 
extraordinario, ocasionados por la naturaleza o por la acción u omisión del obrar 
humano. Para el efecto, en la resolución se calificará a la situación de emergencia 
como concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva, así mismo se declarará 
la imposibilidad de realizar procedimientos de contratación comunes que permitan 
realizar los actos necesarios para prevenir el inminente daño o la paralización del 
servicio público. El plazo de duración de toda declaratoria de emergencia no podrá 
ser mayor a sesenta (60) días, y en casos excepcionales podrá ampliarse bajo las 

circunstancias que determine el SERCOP 

Que, el artículo 236 del Reglamento General a la LOSNCP menciona, las 
regulaciones adicionales a la declaratoria. - Cuando la emergencia se refiera a 
situaciones que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, se detallará el motivo, 
que tendrá relación con la definición que consta en el artículo 30 de la Codificación 
del Código Civil, Junto con la publicación de la resolución motivada que declara la 
emergencia, se establecerá en el Portal de COMPRASPÚBLICAS la fecha de inicio de 



 
la situación de emergencia, para fines de control. Para el caso de catástrofes 
naturales en las que no se tenga acceso a conexión de internet, la entidad 
contratante podrá publicar la resolución que declara la emergencia en contratación 
pública, en un término máximo de quince (15) días posteriores a su emisión. La 
declaratoria de estado de excepción efectuada por el presidente de la República, la 
declaratoria del estado de emergencia sanitaria, o las resoluciones de los comités de 
operaciones de emergencia, no suplen a la declaratoria de emergencia en 
contratación pública que cada entidad contratante debe emitir y publicar. Los 
órganos o entidades centrales o matrices podrán avocar competencias de sus 

órganos o entidades desconcentradas a efectos de declarar la emergencia en 
contratación pública y llevar a cabo las contrataciones en situación de emergencia, 
de ser el caso. 

Que, la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública 
(SNCP), establece; articulo 303.- Plazo de duración de la declaratoria de emergencia. 
- El plazo de duración de la declaratoria de emergencia no podrá ser mayor a sesenta 
(60) días. Dicho plazo podrá ampliarse excepcionalmente, en los siguientes casos: 
1. Cuando se encuentren vigentes: el estado de excepción decretado por el 

presidente de la República, la declaratoria del estado de emergencia sanitaria o las 
resoluciones de los comités de operaciones de emergencia, relacionados a la 
situación de emergencia. Para el efecto, la entidad contratante deberá expedir el 
acto administrativo que justifique la ampliación del plazo, Art. 303.1- Publicación 
de la resolución declaratoria de la emergencia. – La resolución motivada que declara 
la emergencia será publicada en el portal COMPRASPÚBLICAS, hasta el término 
máximo de tres (3) días posteriores la fecha de su emisión; 

Que, la Ley Orgánica para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres, determina: 

Art. 5.- Definiciones. - Para efectos de la presente Ley se aplicarán las siguientes 
definiciones: (…) 7. Emergencia: Ocurrencia de una situación desencadenada por 
uno o más eventos adversos de origen natural o antrópico que afectan la seguridad, 
medios de vida y bienes de las personas, la continuidad del ejercicio de los derechos 
de las personas o el funcionamiento normal de una comunidad o zona y que requiere 
de acciones inmediatas y eficaces de los gobiernos autónomos descentralizados y de 
las demás las entidades que integran el Sistema Nacional Descentralizado de 
Gestión Integral del Riesgo de Desastres; 

Que el articulo 13.- Respuesta ante emergencias y desastres. - La respuesta ante 

emergencias y desastres se refiere al conjunto de medidas necesarias adoptadas 
durante o inmediatamente después de una emergencia o desastre para garantizar 
el derecho a la vida, la integridad física y la protección de la población afectada. En 
ejercicio de sus competencias para la comprensión, conocimiento, previsión y 
monitoreo del riesgo de desastres, los regímenes especiales, los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales, los distritos metropolitanos y los 
gobiernos autónomos provinciales, en coordinación con la entidad rectora de la 
gestión integral del riesgo de desastres, las instituciones del gobierno central e, 

institutos y organismos técnicos científicos y otros actores del Sistema, la 
implementación de medidas y acciones para el análisis, evaluación y previsión del 
riesgo en su territorio, deberán: 1. Velar por la protección de los derechos de las 
personas afectadas con especial a los niños, niñas y adolescentes, grupos 
vulnerables y grupos de atención prioritaria, con atención a la integridad física y 
sexual, salud, educación, seguridad alimentaria, acceso a agua segura, vivienda, 
saneamiento y otros aspectos esenciales para el bienestar individual y familiar; y, 
la protección de los derechos de la naturaleza, entre otras. 2. Ejecutar las acciones 



 
previstas en los preparativos para la respuesta.3. Definir zonas de impacto. 4. 
Implementar medidas de acción sin daño; de evacuación; activación de equipos de 
búsqueda, rescate y salvamento de vidas; asistencia humanitaria; atención 
prehospitalaria; gestión de alojamientos temporales, entre otras. 5. Establecer e 
implementar protocolos de actuación para la atención de emergencias y la respuesta 
ante desastres, considerando las particularidades y necesidades del territorio. 6. 
Evaluar la efectividad de las medidas de respuesta implementadas y elaborar los 
informes y evaluaciones posteriores. 7. Destinar y gestionar los recursos financieros 
suficientes para la implementación de medidas de respuesta ante desastres. Los 

gobiernos autónomos parroquiales rurales darán soporte y participarán en las 
acciones de respuesta en su territorio A fin de garantizar un adecuado manejo de la 
respuesta, la entidad rectora de la gestión integral del riesgo de desastres expedirá, 
mediante acuerdo ministerial, los lineamientos que deberán observar los gobiernos 
autónomos descentralizados y las instituciones del sector público para la 
coordinación y ejecución de las acciones de respuesta ante emergencias y desastres. 
La entidad rectora de la gestión integral del riesgo de desastres y, demás entidades 
del sector público, en función de su planificación y con sus recursos o gestionando 

los recursos necesarios ejecutarán sus planes de respuesta en los ámbitos de su 
competencia en el territorio. Las entidades del Sistema involucradas en la respuesta 
garantizarán el acceso a la información respecto de la emergencia o desastre y de 
las medidas adoptadas; 

Que, artículo 14, Primera respuesta, respuesta humanitaria y logística para la 
atención de desastres. - La primera respuesta es el despliegue operativo inmediato 
que se realiza luego del impacto de un evento peligroso para salvaguardar la vida de 
las personas, es coordinada por los gobiernos autónomos descentralizados, de 

acuerdo con el ámbito de su competencia. La entidad rectora de gestión de riesgos 
establecerá la normativa y regulación necesaria para la administración y manejo de 
la asistencia humanitaria en todos los niveles. Las Fuerzas Armadas brindará el 
apoyo logístico de acuerdo con sus capacidades y competencias, para la respuesta 
y la distribución de asistencia humanitaria. Los COE contarán con un soporte de 
infraestructura y de TIC. El ECU 911 ofrecerá sus instalaciones y plataforma 
tecnológica al funcionamiento de los COE durante las emergencias. 

Que el articulo 65.- Declaratoria de emergencia y declaratoria de desastre. - Con 
base en el informe técnico justificativo y a criterio del Comité de Operaciones de 

Emergencia responsable, las autoridades locales de conformidad con sus 
competencias constitucionales y legales declararán el estado de emergencia en sus 
respectivos ámbitos territoriales cumpliendo, para el efecto, con los criterios y 
parámetros normados en el reglamento general de aplicación de esta ley. Las 
autoridades locales estarán obligadas a rendir cuentas a los órganos de fiscalización 
y control de recursos públicos competentes una vez que la emergencia haya 
concluido; 

Que, el artículo 66 de la Ley Orgánica para la Gestión Integral del Riesgo de 

Desastres determina: “Implicaciones de la declaratoria de emergencia y de la 
declaratoria de desastres. - La declaratoria de emergencia y la declaratoria de 
desastre estarán encaminada a responder a los efectos e impactos negativos propios 
que genera el desastre y a impedir su extensión. La declaratoria tendrá una 
duración de hasta noventa días, renovable las veces que la atención a la emergencia 
o desastre lo requiera. La declaratoria de emergencia o declaratoria de desastre 
permitirá: 1. La activación de todas las entidades de los diferentes niveles de 
gobierno presentes en el territorio o de otros sectores, para la atención y respuesta 



 
a la emergencia bajo las directrices del Comité de Operaciones de Emergencia 
responsable, respetando las competencias de cada entidad. 2. La activación de 
aquellas entidades del nivel nacional que no tengan presencia en ese territorio o 
sean parte de ese sector, pero que por sus competencias se requiera su participación 
para atender y responder a la emergencia o desastre. 3. Facilitar el cumplimiento 
de las características de concreta, inmediata, probada y objetiva de la situación de 
emergencia que sustente una declaratoria de emergencia en contratación pública, 
conforme la ley de la materia, exclusivamente en acontecimientos que estén 
relacionados con el objeto de la presente ley. 4. Habilitar a todas las entidades del 

sector público activadas, la formulación y aprobación de las modificaciones 
presupuestarias dentro y entre grupos de gastos permanentes y no permanentes. 5. 
Aplicación de medidas de cumplimiento obligatorio como horarios de circulación, 
horarios de atención en determinadas actividades económicas, sociales, culturales, 
requisitos para el ingreso en puertos y aeropuertos, medidas de control sanitario, 
suspensión de eventos, entre otras atendiendo a la naturaleza del desastre. 6. 
Establecimiento de multas por incumplimiento de medidas de cumplimiento 
obligatorio. 7. Medidas específicas para grupos de atención prioritaria. 8. 

Delimitación de las zonas geográficas afectadas. 9. Habilitar al ente encargado de la 
gestión y administración de los bienes del Estado para que, de conformidad con el 
Reglamento General de Aplicación de la presente Ley y previo informe del ente rector 
de la gestión integral del riesgo de desastres, autorice o disponga el uso o destino 
temporal o definitivo de los bienes bajo su administración para establecimiento de 
alojamientos temporales, o realización de tareas de prevención, mitigación, 
remediación, limpieza de cunetas, canales y vías, desazolvé de ríos, retiro de 
escombros, entre otros. La Reglamentación observará la naturaleza expedita que 

requieren los procesos, procedimientos y las autorizaciones respectivas. 10. Otras 
determinadas en el reglamento general de aplicación de la presente ley. Las medidas 
a las que se refieren los numerales 5 y 6 del presente artículo serán aplicadas bajo 
criterio de trato digno, necesidad y proporcionalidad y estarán sujetas a control de 
constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional. El cobro y recaudación de 
las multas serán responsabilidad de los gobiernos locales con capacidad y 
competencia para ello y del ente rector de la gestión integral del riesgo de desastres 
cuando la declaratoria sea de carácter nacional. 

Que, el artículo 75 del Reglamento General a la Ley Orgánica para la Gestión 

Integral del Riesgo de Desastres, sostiene: Declaratoria de estado de emergencia. – 
De conformidad con la Ley, se refiere al acto de autoridad competente en el 
respectivo nivel territorial ante la materialización de amenazas y eventos adversos 
que derive en emergencia circunscrito en un ámbito territorial definido. Esta 
declaratoria estará encaminada a responder a los efectos e impactos negativos 
propios que genera la emergencia y a impedir su extensión. Las declaratorias de 
estado de emergencia serán emitidas por las autoridades pertinentes, de acuerdo 
su jurisdicción y/o competencia, conforme a los instrumentos técnicos expedidos 

para el efecto; 

Que, el artículo 78 del Reglamento General a la Ley Orgánica para la Gestión 
Integral del Riesgo de Desastres define: “Procedencia de las declaratorias de estados 
de emergencia, desastre o catástrofe. - Se podrán realizar declaratorias de estados 
de emergencia, desastre o catástrofe luego de que se haya presentado la primera 
manifestación de la materialización del evento adverso, conforme las regulaciones 
de la Ley y este Reglamento. Podrán existir declaratorias de estado de emergencia o 
desastres simultáneas debido a diferentes eventos o territorios afectados”. 



 
Que, el artículo 79 del Reglamento General a la Ley Orgánica para la Gestión 
Integral del Riesgo de Desastres dispone: “Criterios y parámetros para la 
declaratoria del estado de emergencia o desastre.- Esta declaratoria permitirá la 
aplicación de las medidas establecidas en la Ley y es independiente de la 
declaratoria de emergencia institucional con fines de contratación pública, sin 
embargo, al amparo de la Ley, la declaratoria de emergencia o la declaratoria de 
desastre permite y habilita una declaratoria de emergencia institucional con fines 
de contratación pública para lo cual se aplicará lo dispuesto en la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública y su Reglamento, garantizando 

procedimientos expeditos.  Los demás criterios y parámetros para la declaratoria 
del estado de emergencia o desastre constarán en el respectivo instrumento técnico 
expedido por la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos el que, entre otros 
aspectos, establecerá las circunstancias o condiciones mínimas en las que se podrá 
realizar la declaratoria.” 

Que, el artículo 82 del Reglamento General a la Ley Orgánica para la Gestión 
Integral del Riesgo de Desastres dispone: “Aplicación del principio de necesidad, 
proporcionalidad e idoneidad.- Las medidas que adopten las entidades y 

autoridades con atribución de regulación y control en la gestión integral de riesgos 
de desastres y en particular en caso de declaratoria de alerta, estado de emergencia 
o desastre, serán necesarias, proporcionales e idóneas de acuerdo con el riesgo, 
nivel de amenaza o vulnerabilidad, de conformidad con lo siguiente: 1. Necesidad 
de las medidas: las medidas que, en caso de declaratoria de alerta, emergencia o 
desastre, se definan serán las requeridas para responder a las necesidades de la 
población y para abordar la situación específica que se enfrente. Estas estarán 
basadas en evidencia científica o técnica; 2. Proporcionalidad de las medidas: las 

medidas que, en caso de declaratoria de alerta, emergencia o desastre, se 
determinen, serán proporcionales al nivel o gravedad del riesgo, amenaza o impacto, 
así como a los derechos y libertades que podrían verse afectados por tales medidas. 
Previo a la adopción de medidas restrictivas, las entidades y autoridades 
competentes evaluarán la posibilidad de adoptar alternativas menos invasivas que 
puedan lograr el mismo objetivo de protección frente al riesgo; y, 3. Idoneidad de las 
medidas: las medidas a las que se refieren el presente parágrafo, serán las 
adecuadas y apropiadas para lograr el objetivo de protección frente al riesgo de 
desastre o emergencia y para minimizar los daños y pérdidas asociadas al riesgo. 

Estas medidas se aplicarán en atención a la naturaleza y magnitud del riesgo en 
correlación con las características específicas de la población afectada o que pudiese 
resultar afectada. Las medidas restrictivas de derechos se adoptarán de 
conformidad con la Constitución y la ley, serán de carácter temporal y se aplicarán 
únicamente durante el tiempo necesario para hacer frente a la situación de riesgo, 
amenaza o vulnerabilidad identificada. Estarán sujetas al respectivo control de la 
Corte Constitucional.” 

Que, el COE Nacional el 17 de febrero de 2025, por unanimidad resolvió: 3. Disponer 

la activación de los COE Cantonales y Provinciales de las zonas con afectación por 
la época lluviosa, a fin de coordinar la complementariedad de acciones para la 
respuesta y establecer el debido flujo de información entre el nivel nacional y local. 
(…) 6. Solicitar a los COE Cantonales y Provinciales, emitan la declaratoria de 
emergencia o desastre, según corresponda, cuando los impactos de los eventos 
adversos superen sus capacidades técnicas, administrativas y financieras; según lo 
dispone el Art. 65 de la Ley Orgánica para la Gestión Integral del Riesgo de 
Desastres; 



 
Que, mediante resolución No. SNGR- 046-2025, de 24 de febrero de 2025, suscrita 
por el M. Eng. Jorge Carrillo Tutivén, secretario nacional de Gestión de Riesgos, en 
lo ateniente, se dispuso: Artículo 2.- DECLARAR el estado de ALERTA ROJA, a fin 
de precautelar mayores afectaciones causadas a raíz del aumento de precipitaciones 
y deslizamientos de tierra. A continuación, se establecen las provincias en alusión: 
1. El Oro.- Artículo 6.- DISPONER a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
Cantonales de las provincias que, en el ámbito de sus competencias exclusivas y de 
las otras que determine la Ley, desarrollen las acciones para fortalecer la capacidad 
de respuesta afectaciones causadas a raíz del aumento de precipitaciones y 

deslizamientos de tierra, a fin de precautelar la vida de las personas, protejan los 
recursos, infraestructuras, bienes, servicios y otros que corresponden a sus 
competencias, en cumplimiento con lo dispuesto en el Art. 12 de la Ley Orgánica 
para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres. Artículo 7.- DISPONER a los 
Comités de Operaciones de Emergencia cantonales y provinciales, los cuales están 
presididos por el/la Alcalde/sa, y por el/la Prefecto/ta que en el ámbito de sus 
competencias, se activen los planes de respuesta y se mantengan en sesión 
permanente con todos sus componentes (Mesas Técnicas de Trabajo, Grupos de 

Trabajo, Sala de Situación), con el objetivo de afrontar cualquier situación o impacto 
negativo que se pudiere generar por el fenómeno que está ocurriendo; y, las demás 
que se requieran en razón de la alerta declarada; 

Que, el COE - MARCABELI, en sesión permanente de fecha 27 de febrero de 2025, 
conoció y analizó los informes de las mesas técnicas y grupos de trabajo respecto a 
las fuertes lluvias suscitadas en el cantón Marcabeli, por el evento ocurrido de un 
socavón ubicado en la calle Batallón Imbabura y Segundo León, diagonal al Coliseo 
Efrén Calozuma, deslizamientos ocurridos tanto en el casco urbano como en la zona 

rural de Marcabelí, mismos que han afectado gravemente a las familias Marcabelí 
debido a la fuerte temporada lloviosa; se resolvió en lo principal: 1.-  ACOGER 
resoluciones de COE Nacional Resolución Nro. SNGR- 046-2025, RESOLUCIÓN del 
Nro. SNGR-050-2025, COE NACIONAL – 24 DE FEBRERO DE 2025, 2.-. Solicitar 
al COE provincial que nombre al delegado para que esté presente en las reuniones 
del COE cantonal, y de los informes correspondientes a la mesa de medios de vida 
y productividad. 3.- Disponer la activación del COE parroquial de El Ingenio.  4.- EL 
COE-C Marcabelí se mantiene activo y en sesión permanente en base la declaración 
de situación de emergencia regional por época lluviosa en las provincias de EL Oro.  

5.- Solicitara a la secretaría de Gestión de riesgos la dotación de 20 kits de dormir, 
a fin de contar con insumos esenciales no alimentarios pertinentes para atender de 
manera digna a las posibles víctimas de siniestros.  6.- Recomendar a la máxima 
autoridad del GAD Marcabelí, realice la gestión de la asistencia humanitaria a través 
Desarrollo Social y de la secretaria nacional de Gestión de Riesgo los bonos de 
contingencias del MIES para atender a la familia damnificada y afectada. 7.- 
Solicitar a entidades gubernamentales y no gubernamentales especialistas en la 
materia para determinar las causas que originan la subsidencia en la ciudadela El 

Centenario. 8.- Comunicar el presente acuerdo al presidente del COE Provincial, 
Ing. Clemente Bravo Riofrío, al titular de la Gobernación de El Oro y a la secretaria 
nacional de Gestión de Riesgos.  

Que mediante Certificación GADCM-DF-2025-001, de fecha 03 de abril del 2025, 
suscrito por el DIRECTOR FINANCIERO DEL GAD MARCABELÍ DIRECTOR 
ADMINISTRATIVO (E) DEL GAD MARCABELÍ: CERTIFICA: Que, como GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL CANTÓN MARCABELÍ, con ruc número: 
0760001230001, NO ha recibido las asignaciones por CONCEPTO DE MODELO DE 

EQUIDAD TERRITORIAL de: noviembre 2023, marzo y abril 2025; por lo que nos 



 
adeudan el valor de $ 443,196.30 dólares de los Estados Unidos de América. Los 
recursos que se debían haber entregado desde noviembre de 2023, así como los de 
marzo y abril de 2025, son cruciales para cumplir con los compromisos financieros 
del municipio, que abordan los $ 242,846.45 dólares de los Estados Unidos de 
América. Con fecha 03 de abril, la cuenta 68220009 a nombre del Gad Mun. 
Marcabelí, tiene un valor disponible de $ 37,092.21 dólares de los Estados Unidos 
de América; mismos que servirán para cubrir el pago al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social por obligaciones patronales, préstamos quirografarios, préstamos 
hipotecarios; y cuotas de otros pendientes que tiene la institución con proveedores. 

Que, mediante, CERTIFICACIÓN Nº GADCM-2025-02, del Acta de sesión del COE 
Cantonal Marcabeli, Nro.2025-02, la Ing. Cindy Murillo Peñaranda, en calidad de 
secretaria de Comité de Operaciones del GADC Marcabelí; CERTIFICA: Que, el 
Comité de Operaciones de Emergencia del cantón Marcabelí COE-MARCABELI, en 
sesión de fecha 03 de abril del 2025, conoció y analizó los informes de las mesas 
técnicas Nos. 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7, respecto de los múltiples deslizamientos, 
desbordamientos de quebradas, los socavón, suspensión de servicios básicos, y la 
afectación a la vialidad urbana y rural, del cantón y a las familias afectadas por 

dichos eventos adversos de carácter natural dada la fuertes lluvias; RESOLVIÓ:   

▪ ACOGERSE a la Resolución Nro. SNGR-050-2025, emitida por la Secretaría 
Nacional de Gestión de Riesgos del 24 de febrero de 2025, que señala 
textualmente: “DECLARAR por el plazo de 60 días la situación de emergencia 
regional por época lluviosa, debido a la magnitud de los eventos, su alta 
recurrencia, los impactos generados a las personas, viviendas y servicios 
básicos esenciales e infraestructura y el impacto de los eventos registrados a 
la fecha a nivel nacional. Esta declaratoria permitirá movilizar los fondos y el 

personal adicional, en las regiones, específicamente en las siguientes 
provincias: 4. El Oro;  
 

▪ El COE Cantonal de Marcabelí, se mantiene activo permanentemente con 
todos sus componentes (Mesas Técnicas de Trabajo, Grupos de Trabajo- Sala 
Situacional), con el objetivo de afrontar cualquier situación o impacto 
negativo que se pudiere generar el fenómeno que está ocurriendo; y, las 
demás que se requieran en razón de la alerta declarada.  

 

▪ El COE Cantonal de Marcabelí en pleno, recomienda la Declaratoria de 
Emergencia en Base a los Informes presentados por las Mesas Técnicas de 
Trabajo, Grupos de Trabajo por las afectaciones suscitadas a nivel cantonal.  

 

▪ El COE Cantonal recomienda a las Mesas Técnicas de Trabajo, Grupo 
Trabajo, continuar con los informes técnicos de eventos, para la activación 
del Puesto de Mando Unificado (PMU) garantizando la toma de decisiones 
rápidas entre el COE Nacional, Provincial y local.  

Que, la etapa lluviosa, por la que estamos atravesando particularmente los 
habitantes del cantón Marcabelí, en la provincia de El Oro, ha provocado de manera 
fortuita y de fuerza mayor fuertes deslizamientos, por el aluvión tanto en la zona 
urbana como en la zona rural del territorio,  ante lo cual el COE Cantonal de 

Marcabelí por el alto riesgo que representan, motivan la intervención urgente del 
Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Marcabelí, dentro del ámbito de sus 
competencias y de manera coordinada con las instituciones del Estado, con el fin de 
prevenir, mitigar la emergencia declarada, 



 
En uso de las facultades conferidas en la Constitución de la República; Código 
Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización, Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Contratación Pública, Reglamento General de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y demás leyes y normas 
aplicables; 

RESUELVO: 
 

ARTICULO 1.- DECLARAR EL ESTADO DE EMERGENCIA, del cantón Marcabelí, 
por el plazo de 60 días, conforme los términos de los informes de las Mesas Técnicas 

que recomiendan la declaratoria de emergencia cantonal, con la finalidad de prevenir, 
mitigar, remediar y reparar las afectaciones producto de la situación invernal, 
mismos que han provocado múltiples deslizamientos, desbordamientos de 
quebradas, socavones, suspensión de servicios básicos agua potable, alcantarillado, 
servicio eléctrico, afectación a viviendas, a la vialidad urbana y rural del cantón 
Marcabelí, mismos que son de vital importancia para el cantón y su parroquia,  todo 
esto en coordinación con la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, declaratoria 
que conlleva todas las implicaciones previstas en la normativa legal vigente.  

 
ARTICULO  2.- Para enfrentar el estado de emergencia y exclusivamente en relación 
con el objeto de esta, todas las dependencias pertenecientes al Gobierno Autónomo 
Descentralizado del Cantón Marcabelí, instituciones adscritas y organismos de 
respuesta, dentro del ámbito de sus competencias, bajo su responsabilidad y de 
conformidad con los procesos legales pertinentes, procederán con las acciones y 
contrataciones de obras, bienes o servicios, incluidos los de consultoría, necesarios 
para mitigar la emergencia. De igual forma se coordinará con las instituciones de 

administración pública central y desconcentradas la efectiva asistencia que se 
requiera para precautelar la seguridad de las vidas humanas y la de sus bienes; 
asimismo, se ordenará la disposición de vehículos institucionales, movilización de 
talento humano, adquisición de materiales, equipos, tecnología y recursos 
financieros. 
 
ARTICULO 3.- La Dirección Financiera del GADC Marcabelí, velará por la 
optimización y facilitación de los recursos financieros requeridos, para la atención 
del estado de emergencia, en tal virtud, organizará los correspondientes traspasos, 

suplementos, reducciones y demás herramientas presupuestarias pertinentes dentro 
del presupuesto institucional aprobado, a que hubiere lugar, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes. 
 
ARTÍCULO 4.- Disponer a la secretaria general, informe oportunamente la presente 
resolución al Concejo Municipal del cantón Marcabelí, con las acciones derivadas de 
su aplicación. 
 

ARTÍCULO 5.- Autorizar a las Direcciones, Unidades, y Secciones  institucionales del 
GADC Marcabelí, que de conformidad con la normativa legal correspondiente y la 
presente resolución, se realicen los procesos precontractuales y se contraten las 
obras, bienes o servicios, que de manera estricta y específica, se requieran para 
superar esta grave situación de emergencia, sin perjuicio que se continúen realizado 
o se realicen los procesos comunes de contratación pública para los proyectos 
institucionales que constan debidamente planificados. 
 

ARTICULO 6.- Autorizar a las Direcciones del GADC Marcabelí, con la Secretaría 
Nacional de Gestión de Riesgos del Gobierno Nacional, con la finalidad de que se 



 
canalicen a favor del GADC Marcabelí, los recursos para prevenir, mitigar, remediar 
y reparar las afectaciones producto de la situación invernal, en las zonas afectadas 
dentro del cantón Marcabelí. 
 

ARTICULO 7.- Se remita a la Unidad de Gestión de Riesgos, a la Unidad de 
Comunicación del GADC Marcabelí, el contenido de la presente resolución a fin de 
que se coordine y se publique la misma en la página web institucional. 

 
ARTICULO 8.- Disponer a la Unidad de Contratación Pública, realice la publicación 
inmediata de la presente resolución en el Sistema Oficial de Contratación Pública del 
Ecuador (SOCE), y de igual manera, se realice también la publicación de los contratos 
y documentos que sustenten las contrataciones emergentes realizadas y los informes 
parciales y definitivos originados por estas mismas contrataciones. 
 
ARTÍCULO 9.- De conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública y su Reglamento General de Aplicación, la presente 
declaratoria de Emergencia, tendrá vigencia de sesenta (60) días de plazo, contados 
a partir de su expedición. 
 
ARTICULO 10.- Notificar con la presente resolución al COE provincial de El Oro, en 
la persona del señor prefecto; a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, en la 
coordinación Zonal correspondiente; al Ministerio de Transporte y Obras Públicas; y, 
al Instituto de Investigación Geológico y Energético, para efectos de asistencia técnica 

y operativa inmediata necesaria. 
 
ARTICULO 11.- De las notificaciones a que se deriven esta resolución, encárguese a 
secretaria general de la institución. 
 
DISPOSICIÓN FINAL. -  La presente resolución entrará en vigencia a partir de la 
fecha de su expedición. Cúmplase y notifíquese. 
 
Dado y firmado en el despacho de la Alcaldía del Gobierno Autónomo Descentralizado 

del Cantón Marcabelí, provincia de El Oro, el cuatro de abril de 2025.  
 
Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 

   ING. JONNY ESTUARDO CUEVA RAMÍREZ 

ALCALDE DEL CANTÓN MARCABELÍ 
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